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Asunto: La Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Su-
premo, 467/2014, de 25 de noviembre, reitera que las obligacio-
nes impuestas por la Ley 57/1968 no impiden que la promotora 
libradora descuente las letras de cambio que haya aceptado el 
adquiriente de las viviendas. Siendo así, se producirá la abstrac-
ción del título valor y, por tanto, al aceptante le estará vedado ale-
gar defensas de carácter personal frente al banco tomador, salvo 
que pruebe que el mismo actuó a sabiendas en perjuicio del deu-
dor, y sin que, por último, el régimen impuesto por la citada Ley 
57/1968, y la condición de entidad financiera de la tomadora, 
permita por sí mismo presuponer su mala fe.
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1. Resumen de los hechos

El “Banco Popular Español, S. A.” reclama 4.111,47 euros con base en la 
obligación contenida en tres letras de cambio que el demandado aceptó como 
parte del precio de una vivienda en construcción que compró a su libradora, 
“Fadesa Inmobiliaria, S.A.”,y que a su vez fueron descontadas por la actora.

2. Solución dada en primera instancia

La sentencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 15 de Sevilla, de 14 
de diciembre de 2011, estimó la demanda de oposición planteada por la deu-
dora demandada en el juicio cambiario al entender que las cambiales acepta-
das y entregadas a la promotora eran anticipadas y se hallaban subordinadas e 
íntimamente ligadas a la construcción, de tal manera que su destino no podía 
ser otro que el de satisfacer los gastos que de la misma se derivasen. Por ello, 
considera la sentencia que el Banco demandante de juicio cambiario carece 
de legitimación para solicitar del librado aceptante el pago derivado de tales 
cambiales ya que, de otra forma, no se emplearían en la construcción, y sin 
que opere el carácter abstracto de la letra de cambio.

3. Solución dada en apelación

La Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Sevilla, en sentencia de 
19 de febrero de 2013, estima el recurso de apelación y revoca la sentencia 
de instancia por entender que el incumplimiento contractual de la librado-
ra no puede ser opuesto a la entidad bancaria demandante, por ser tercero 
ajeno a las vicisitudes de la relación contractual que dio lugar al libramiento 
de las cambiales, máxime cuando las descontó mucho antes a que pudiera 
hablarse de incumplimiento alguno del contrato de compraventa. Así deriva 
del carácter abstracto de la letra de cambio, salvo que se acredite por el deu-
dor demandante de oposición que el tercero al adquirir el título procedió 
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de mala fe, a sabiendas en perjuicio del deudor. Todo ello a pesar de que 
el deudor hubiera obtenido con éxito la ejecución del aval constituido con 
arreglo a lo dispuesto en la Ley 57/1968, recuperando de la entidad bancaria 
avalista, las cantidades entregadas a cuenta a la libradora “Fadesa Inmobilia-
ria, S. A.”. Y, aunque estuviéramos ante un contrato resuelto, el demandante 
de juicio cambiario sigue siendo un tercero ajeno a la relación contractual y 
legítimo tenedor de las letras obtenidas a través del descuento bancario, al 
haber abonado a la libradora, promotora, las cantidades correspondientes. Y 
las mismas son las cantidades afectadas por las previsiones de la Ley 57/1968, 
y no la entidad demandante.

4. Los motivos de casación alegados

El recurso de casación se basa como único motivo en la infracción del 67 
de la Ley Cambiaria y del Cheque, e infracción de la Ley 57/1968, al haber 
desestimado la oposición basada en la relación personal entre aceptante y li-
brador pues la demandante tuvo en todo momento conocimiento del origen 
y destino de las letras de cambio, destino que no se dio desde que el contrato 
suscrito fue resuelto, habiendo procedido “a sabiendas en perjuicio del deu-
dor cambiario demandado”.

5. Doctrina del Tribunal Supremo

5.1. La posibilidad de descontar la letra de cambio a pesar de la Ley 
57/1968 como doctrina jurisprudencial

El Tribunal Supremo en esta sentencia no establece doctrina, sino que 
reitera la ya establecida previamente. En el párrafo séptimo del extenso funda-
mento de derecho segundo se expresa con rotundidad: 

“1. Esta Sala ya se ha pronunciado sobre este particular en casos idénti-
cos o similares al que es objeto de recurso, en las sentencias de fecha 24 de 
abril de 2014 (recs. 177/2013; 2830/2012; 2946/2012 y 2209/2012), 
sosteniendo que no cabe que el demandado-aceptante de las letras de cam-
bio pueda oponer al banco descontante la excepción del artículo 27 de la 
LCch, en relación con el artículo 20, en base al incumplimiento por parte 
del promotor-librador de sus obligaciones derivadas de la Ley 57/1968. 
El banco, como primer tomador de las letras, no es un mero cesionario que 
pueda oponer las excepciones del contrato causal. Las letras de cambio 
aceptadas y entregadas por el promotor en concepto de pago del precio apla-
zado y sujeto a la Ley 57/1969, pueden ser descontadas”.
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Esto signifi ca, por tanto, que las obligaciones impuestas por la Ley 
57/1968 no impiden a la promotora libradora descontar válidamente las letras 
de cambio que haya aceptado el adquiriente de las viviendas. De ese modo, 
se producirá la abstracción del título valor y, por tanto, al aceptante le está ve-
dado alegar defensas de carácter personal frente al banco tomador, salvo que 
pruebe que actuó a sabiendas en perjuicio del deudor, y sin que el régimen 
impuesto por la citada Ley 57/1968 suponga por sí mismo presuponer la mala 
fe del tercero tomador.

5.2. Las soluciones contradictorias dadas por las Audiencias Provinciales 
sobre la cuestión

La propia Sentencia del Tribunal Supremo recoge las dos líneas jurispru-
denciales sobre la cuestión:

“Sentencias, por un lado, que entienden que las cantidades entregadas por 
el comprador al promotor a cuenta de la futura vivienda, son claramente 
cantidades anticipadas que se hallan subordinadas e íntimamente ligadas 
a la construcción, de tal manera que su destino no puede ser otro que el de 
satisfacer los gastos que de la misma se derivasen, sujetas a la obligación 
expresamente establecida en la Ley 57/68, de 27 de julio, imperativo y de 
obligado cumplimiento, por lo que el Banco, conocedor del objeto social de 
Fadesa que descuenta las cambiales, viene a conocer la normativa (AP de 
Barcelona –Sección 1a– de 1 de marzo de 2001; AP de Málaga –Sección 
5a– de 10 y 24 de mayo de 2012, dictadas en casos idénticos, con el mismo 
Banco).
(ii) Sentencias, por otro, que consideran que el sujeto pasivo de la Ley 
57/68 es Fadesa y no Banco Popular y la obligada al ingreso de las can-
tidades recibidas de los compradores como parte anticipada del precio de 
compra de las viviendas en la cuenta especial prevista en la citada ley, sin 
que afecte a la entidad bancaria (AP de Zaragoza –Sección 4a– de 13 de 
junio de 2004; AP de Valencia –Sección 9a– de 17 de mayo 2011: AP de 
Burgos –Sección 2a– de 2 de mayo de 2011 y AP de Madrid –Sección 14– 
de 30 de junio 2014)”.

5.3. Las obligaciones impuestas por la Ley 57/1968, completadas por la 
Disposición Adicional Primera de la Ley 38/1999, de Ordenación de 
la Edificación

La Ley 57/1968, de 27 de julio, sobre percibo de cantidades anticipadas 
en la construcción y venta de vivienda (vigente, por cierto, hasta el 1 de enero 
de 2016), establece una serie de obligaciones para las promotores de viviendas 
que pretendan obtener de los cesionarios entregas de dinero antes de iniciar 
la construcción. Entre ellas, garantizar la devolución de las cantidades entrega-
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das más el seis por ciento de interés anual, mediante contrato de seguro, para 
el caso de que la construcción no se inicie o no llegue a buen fi n por cualquier 
causa en el plazo convenido; percibir las cantidades anticipadas por los adqui-
rentes a través de una Entidad bancaria o Caja de Ahorros en las que habrán de 
depositarse en cuenta especial, con separación de cualquier otra, y de las que 
únicamente podrá disponer para las atenciones derivadas de la construcción 
de las viviendas (por cierto, la STS, Sala 1ª, de 13 de enero de 2015, declara 
que “es obligación exclusiva del promotor-vendedor ingresar las cantidades anticipadas 
por los compradores en la cuenta especial, que el referido promotor debe abrir”).

Asimismo, en los contratos de cesión de estas viviendas en que se pacte la 
entrega al promotor de cantidades anticipadas deberá hacerse constar expre-
samente la obligación a la devolución al cesionario de las cantidades percibidas 
más el seis por ciento de interés anual, la referencia al aval o contrato de seguro; 
y la designación de la entidad fi nanciera a través de la cual se ha de hacer entre-
ga por el adquirente de las cantidades que se hubiese comprometido anticipar. 
De señalar que según la STS, Sala 1ª, 218/2014, de 7 de mayo, establece como 
doctrina que “cuando se demande exclusivamente al avalista en juicio declarativo, recla-
mando el importe del aval constituido al amparo de la ley 57/1968, la entidad de crédito 
no podrá oponer las excepciones derivadas del artículo 1853 del Código Civil, debiendo 
abonar las cantidades, debidamente reclamadas y entregadas a cuenta, una vez incumpli-
do el plazo convenido para la obligación de entrega, por cualquier causa”. 

Expirado el plazo de iniciación de las obras o de entrega de la vivienda 
sin que una u otra hubiesen tenido lugar, el cesionario podrá optar entre la 
rescisión del contrato con devolución de las cantidades entregadas a cuenta, 
incrementadas con el seis por ciento de interés anual, o conceder al cedente 
prórroga, que se hará constar en una cláusula adicional del contrato otorgado, 
especifi cando el nuevo período con la fecha de terminación de la construc-
ción y entrega de la vivienda. El contrato de seguro o el aval, unido al docu-
mento fehaciente en que se acredite la no iniciación de las obras o entrega de 
la vivienda, tendrá carácter ejecutivo. Y, entre otras cosas, será requisito indis-
pensable para la propaganda y publicidad de la cesión de viviendas mediante 
la percepción de cantidades a cuenta con anterioridad a la iniciación de las 
obras o durante el período de construcción, que se haga constar en las mismas 
que el promotor ajustará su actuación y contratación al cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la presente Ley; haciendo mención expresa de la En-
tidad garante, así como de las Bancarias o Cajas de Ahorro en las que habrán 
de ingresarse las cantidades anticipadas en cuenta especial. Dichos extremos 
se especifi carán en el texto de la publicidad que se realice. Y, por último, se 
establece que los derechos que se otorgan a los cesionarios tendrán el carácter 
de irrenunciables.

Estas obligaciones han de entenderse en el contexto de la Ley 38/1999, de 
Ordenación de la Edifi cación en su disposición Adicional Primera completa 
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la anterior regulación disponiendo que “la percepción de cantidades antici-
padas en la edifi cación por los promotores o gestores se cubrirá mediante un 
seguro que indemnice “el incumplimiento del contrato” en forma análoga a 
lo dispuesto en la Ley 57/1968, pero con algunas modifi caciones, entre otras: 
“será de aplicación a la promoción de toda clase de viviendas”, “la garantía se 
extenderá a las cantidades entregadas en efectivo o mediante cualquier efecto 
cambiario”; y “La devolución garantizada comprenderá las cantidades entrega-
das más los intereses legales del dinero vigentes hasta el momento en que se 
haga efectiva la devolución”.

Esta regulación complementaria es sumamente relevante para la presente 
resolución puesto que la desestimación del recurso no impediría por último 
al aceptante de las cambiales, y aunque sea tras un nuevo procedimiento, re-
cuperar las cantidades que en el juicio cambiario le reclama el Banco Popular. 
Argumenta la sentencia que comentamos:

“(ii) En el caso enjuiciado el comprador-ejecutado obtuvo con éxito la re-
clamación del aval, pero sólo de las cantidades entregadas y/o pagadas 
en virtud de las letras de cambio vencidas antes de la reclamación. Pero 
es evidente que la reclamación por este importe, obviando las cantidades 
representadas por letras de cambio pendientes de vencimiento, fue una re-
clamación insuficiente o deficiente, que, en caso de que hubiera sido el 
resultado de una negociación con el banco avalista, el acuerdo resultante 
de la negociación sería nulo de pleno derecho, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 7 de la propia Ley 57/1968, preceptos que son de derecho ne-
cesario, de ius cogens e irrenunciables, por lo que el comprador-recurrente 
podrá incluso reclamar al avalista o asegurador los importes representados 
en las letras objeto de ejecución o de otras ejecuciones futuras con cargo al 
aval o al seguro previsto en la Ley 57/68.
(iii) La doctrina de esta Sala (SSTS de 10 de diciembre de 2012, RC 
1044/2010 y de 5 de febrero de 2013, RC 1410/2010) ha considerado 
esencial la mencionada obligación de garantizar a los compradores las 
cantidades anticipadas para la compra de viviendas, habiendo declarado 
incluso la sentencia de 23 de mayo de 2014 que el daño causado al com-
prador de vivienda que ha entregado cantidades anticipadas que no es-
tán aseguradas o avaladas, conforme exige la Ley 57/68 y la Disposición 
Adicional Primera de la Ley 23/1999, se considera un daño directamente 
causado por el administrador, y que en tanto que deber de diligencia, se 
conecta con el ámbito de sus funciones (artículos. 133 y 135 TRLSA, hoy 
236, 237 y 241 TRLSC), por lo que le es directamente imputable.
También es doctrina de esta Sala –sentencia de 3 de julio de 2013 – que 
“No procede respetar los límites cuantitativos de la póliza de seguro, pues la 
misma, al constar que se efectuaba al amparo de la Ley 57/68, que obliga 
a garantizar la devolución de las cantidades entregadas a cuenta, no de-
bió contener límites inferiores, pues con ello violaba el dictado de los arts. 
2 y 68 de la Ley de Contratos de Seguro, pues la Ley 57/68 no establece 
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límites a dicho seguro, sino que exige la cobertura de todas las cantidades 
entregadas y la integridad de los intereses legales. Por todo ello debemos de-
clarar, en este caso, la imposibilidad de establecer límites a las cantidades 
aseguradas inferiores a las sumas entregadas por los compradores y/o a las 
intereses legales”.

De todo lo anterior deriva que la protección de quien aceptó letras de 
cambio como cantidad anticipada en la compra de viviendas en cualquier caso 
vendrá no por la posibilidad de oponer defensas personales al tercero tenedor 
de la letra. Así lo argumenta el Tribunal Supremo:

 (iv) Finalmente, en tanto el legislador no establezca para los efectos cam-
biarios librados para el pago de cantidades anticipadas en la compra de 
viviendas una previsión similar a la contenida en el artículo 24 de la Ley 
de Crédito al Consumo, 7/1995, como la vigente, Ley 26/2011, permi-
tiendo al obligado cambiario oponer frente al tenedor del efecto cambiario 
las excepciones causales que tuviera frente al vendedor de la vivienda, no 
puede aceptarse la tesis del recurrente.

La protección deriva de la garantía prevista en la Ley 57/1968, completa-
da por la Disposición Adicional Primera de la Ley 38/1999, de Ordenación de 
la Edifi cación. Posibilidad de recuperación que no vendrá impedida ni siquie-
ra en el supuesto, como ocurre en el caso enjuiciado, en el que el aceptante ya 
había obtenido la reclamación del aval respecto de las cantidades entregadas 
o pagadas en virtud de las letras de cambio vencidas antes de la reclamación.

5.4. Naturaleza del juicio cambiario desde los términos de la resolución

La cuestión de la naturaleza del juicio cambiario no se suscita directamen-
te en esta sentencia, pero en sus términos parece asumir la naturaleza del jui-
cio cambiario como proceso de ejecución. 

En el antecedente de hecho primero se refi ere a que en la demanda de jui-
cio cambiario, el Banco Popular Español término suplicando que “…se ordene 
seguir adelante la ejecución despachada…” hasta su pago al “acreedor ejecu-
tante” y con imposición de costas a la “ejecutada”. Y en el antecedente de hecho 
tercero, se reproduce el fallo de la sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
núm. 15 de Sevilla en el que se estima la demanda de modo que “…se deja sin 
efecto la ejecución despachada… con alzamiento de los embargos y demás me-
didas de ejecución, con imposición a la parte ejecutante de las costas”.

En el párrafo segundo del fundamento de derecho primero se menciona 
“la oposición del ejecutado a la acción cambiaria…” Y en el párrafo séptimo 
del mismo fundamento de derecho primero, reproduciendo lo que resolvió la 
Audiencia Provincial de Sevilla, se refi ere al “demandado-ejecutado” y que “el 
ejecutante sigue siendo un tercero ajeno a la relación contractual”.
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En el párrafo primero del fundamento de derecho segundo, se indica que 
“funda el razonamiento en que el ejecutante tuvo en todo momento conoci-
miento…” Y en el párrafo quinto del mismo fundamento de derecho segundo, 
alude a la “entidad bancaria ejecutante”.

Y aunque pudiéramos llegar a la conclusión de que con esa terminología el 
Tribunal Supremo solamente reproduce palabras de los órganos jurisdiccionales 
y de la parte demandante implicada en la resolución objeto de recurso, sin lugar a 
dudas en el párrafo undécimo del mismo fundamento de derecho segundo el mis-
mo Tribunal Supremo toma como propias dicha terminología cuando se refi ere 
propiamente al “comprador-ejecutado”, o a las “letras objeto de ejecución”.

Es cierto que la naturaleza declarativa del juicio cambiario fue puesta 
tempranamente en duda por algunos autores (principalmente, FERNÁNDEZ 
BALLESTEROS (2001 pg. 591 y 597-8), y ADÁN DOMÉNEC (2002, pgs. 15-
152). Es también patente que el lenguaje esgrimido por algunas resoluciones 
no resulta coherente con dicha naturaleza. Sin embargo, tras casi quince años 
de vigencia de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, reguladora de un juicio 
cambiario en el que se traba un embargo que se califi ca expresamente como 
preventivo y en modo alguno como ejecutivo; y, sobre todo, en el que se prevé 
el despacho de ejecución solamente una vez haya fi nalizado el juicio cambia-
rio sin oposición ni cumplimiento (como cualquier otro procedimiento moni-
torio), una mínima coherencia –y respeto– al derecho positivo vigente exigiría 
un lenguaje que obviara rememorar la ejecución. De hecho, cuando una de-
manda de oposición, que abre un juicio verbal adecuado por la materia para 
solventarla, se resuelve dejando o no sin efecto la ejecución “despachada”, está 
entrando en colisión con el hecho irrefutable de que, en ese momento, no se 
ha despachado ninguna ejecución. Este lenguaje incoherente con el derecho 
positivo vigente puede explicarse en dos razones no se sabe bien cual más in-
fundada: en la confusión entre el embargo preventivo, por muy especial que 
esta medida cautelar se confi gure, y el ejecutivo; y en la pervivencia de la le-
gislación derogada hace más de quince años en la conciencia de algún opera-
dor jurídico. Y ha trascurrido demasiado tiempo para que tales circunstancias 
puedan operar ni siquiera como atenuante para tan inapropiado e infundado 
lenguaje. En la actualidad, el ordenamiento procesal excluye que el acreedor 
merezca ser califi cado como ejecutante; el deudor, como ejecutado; la letra 
de cambio, como título ejecutivo; y, sobre todo, carece de sustento considerar 
el juicio cambiario como un proceso de ejecución. De hecho, en mi opinión 
–que sigue a autores anteriores (entre otros, CORTÉS DOMÍNGUEZ (1985, 
pgs. 47-55); ORTELLS RAMOS (Barcelona, pgs. 70-1)–, ni siquiera fue un pro-
ceso de ejecución en el contexto de la LEC de 1881. Pero ese ya es otro debate 
algo más polémico y de menos interés en estos momentos. Lo bien cierto es 
que, con la actual confi guración del juicio cambiario, sería de agradecer un 
lenguaje coherente con el derecho vigente, o, lo que es casi lo mismo, con su 
naturaleza declarativa.
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5.5. Conclusión

La doctrina jurisprudencial que reitera la sentencia que ahora se comen-
ta, aunque presenta algunos inconvenientes, en general merece una valora-
ción positiva. Hubiera sido preocupante la misma, desde un punto de vista de 
justicia material en el caso concreto, si la regulación de la Ley 57/1968 no se 
hubiera completado con la Disposición Adicional Primera de la Ley 38/1999, 
de Ordenación de la Edifi cación. En tal caso, por último, hubiera quedado 
frustrada la protección pretendida a quien entrega cantidades anticipadas en 
la construcción y venta de vivienda. Pero tal carencia no se sufre, y, por si fuera 
poco, la propia Sentencia ofrece las claves necesarias para que, en su momen-
to, el aceptante, en su concreta situación, pueda recuperar las cantidades que 
le pueda reclamar el tenedor. Es cierto que le supondrá nuevos esfuerzos para 
reclamar las cantidades que se le reclaman en el juicio cambiario, hasta el pun-
to que podría derivar en futuros pleitos. Pero los términos de la sentencia son 
lo sufi cientemente categóricos como para que indudablemente el comprador 
aceptante quede amparado a pesar de la desestimación de su recurso de casa-
ción, de la subsistencia de la obligación frente al banco tomador y, por tanto, 
de la inadmisión o desestimación de sus defensas frente al tomador en el juicio 
cambiario.

Resulta evidente que, a diferencia de lo previsto en otros supuestos, no 
se ha establecido una prohibición para que la letra de cambio pueda ser des-
contada, tampoco una limitación a la abstracción del crédito ni, por tanto, se 
contempla expresamente que el tenedor –tercero respecto a la relación mate-
rial– quede alcanzado por las defensas personales entre el aceptante y librador. 
Esto último, por supuesto, salvo que el demandante de oposición pueda de-
mostrar que el tenedor no es un verdadero tercero, por acreditarse que actuó 
a sabiendas en perjuicio del deudor. En el caso de faltar la cobertura de la 
citada Disposición Adicional Primera de la Ley 38/1999, de Ordenación de la 
Edifi cación, ante la disyuntiva el Tribunal Supremo hubiera podido entender 
que el propio establecimiento de las obligaciones derivadas en la Ley 57/1968, 
unido al hecho de la naturaleza y actividad desarrollada por la tomadora así 
como la relación comercial que le une a la libradora, quizá junto a algún otro 
elemento periférico, permitiría presumir que la tomadora estaba actuando a 
sabiendas en perjuicio del deudor, de modo que no adquiriría la condición 
de tercera y, en consecuencia, que no le alcanzaba la abstracción del título va-
lor, siéndole oponibles las defensas basadas en las relaciones personales entre 
aceptante y libradora. Esta solución, con todo, no hubiera estado exenta de se-
rios inconvenientes. El primero, no encontrarse elementos fácticos que permi-
tan afi rmar la connivencia de la tomadora, sino todo lo contrario (el descuen-
to se produce con mucha antelación al momento en que pudiera hablar de 
incumplimiento, casi un año antes de la fecha en que el demandado remitió 
burofax a la libradora, comunicándole su decisión de dar por resuelto el con-
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trato, y mucho tiempo antes de que se declarase el concurso de acreedores de 
la misma). Igualmente, esta hipótesis interpretadora, además de perjudicar la 
economía de la tomadora, tendría incluso efectos sobre la economía en gene-
ral, al derivarse consecuencias severas sobre las posibilidades de fi nanciación 
de las empresas dedicadas a la actividad de la promoción de viviendas.

La sentencia que se comenta, en atención al régimen de protección de 
quien entrega cantidades anticipadas en la construcción y venta de vivienda, 
aunque desestime el recurso, y, por el momento, el recurrente aceptante deba 
responder del pago exigido por la tomadora, traslada por último la responsabi-
lidad a quién realmente corresponde, esto es, a la entidad avalista o asegurado-
ra que debe asumir los importes representados en las letras de cambio objeto 
del juicio cambiario en virtud de la Ley 57/68. Siempre desde la perspectiva de 
la justicia material en el caso concreto, por tanto, la doctrina jurisprudencial se 
presenta intachable.

De otro lado, la doctrina jurisprudencia de esta sentencia es coherente 
con la naturaleza de la letra de cambio como instrumento con vocación de ser 
transmitida. Y precisamente al servicio de la circulación del título, y dado que 
el adquirente (tomador y, todavía más, endosatario) es en principio ajeno a las 
relación personal y causal entre librador y librado-aceptante, está la llamada abs-
tracción de la letra de cambio y que sea inoponible al tercero poseedor legítimo 
del título. Por supuesto, para merecer ser considerado tercero había de serlo 
realmente por no haber actuado a sabiendas en perjuicio del deudor, pues, en 
tal caso, el poseedor queda alcanzado por el efecto impeditivo derivado de las 
relaciones personales entre los enlazados por la relación personal causal.

Es de destacar que, a diferencia de lo que ocurre con la naturaleza del 
juicio cambiario, la terminología del Tribunal Supremo es cuidadosa en otras 
cuestiones, concretamente omitiendo denominar “exceptio doli” –tan habitual 
en cierta doctrina y jurisprudencia– a esta extensión subjetiva de los efectos 
impeditivos de la relación personal. De hecho la mal denominada “exceptio 
doli” no se corresponde con la noción que tuvo en sus orígenes pues, en de-
recho romano, se concedía a quien había sido víctima de dolo para repeler la 
acción por la que el causante del mismo o sus causahabientes venían a recla-
mar el cumplimiento del negocio obtenido mediante el mismo (véase D’ORS, 
J. y A., 1991, pg. 437). Además, tal “exceptio” no es, en realidad, una verdadera 
excepción pues opera a los meros efectos de extender los efectos enervantes 
que pueden surgir de una determinada relación extracambiaria (o personal, 
en su caso, causal) a sujetos que, en principio, no son partícipes de la misma. 
Y es por ello que los arts. 20 y 67.1 LCCH, siguiendo las orientaciones la Ley 
Uniforme de Ginebra (en su art. 17 LUG), permiten extender subjetivamen-
te el ámbito de las relaciones personales a aquellos que solo son terceros en 
apariencia. De ese modo, funciona como una especie de “válvula” que, una 
vez probada, permite “abrir las compuertas” de los efectos enervantes de las 
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relaciones personales a sujetos en principio ajenos a la misma (sobre estas ex-
cepciones “válvula”, véase PAZ-ARES, J. C., 1992, pgs. 269-79).

Si la regulación que establece determinadas obligaciones a la libradora 
y si por la mera condición de entidad fi nanciera de la tomadora, por lo que 
se supone que posee ciertos conocimientos, fueran elementos sufi ciente para 
sistemáticamente extender los efectos subjetivos de los efectos enervantes de la 
relación personal, en la práctica sería algo muy similar a prohibir el descuento 
de la letra de cambio en estos supuestos. Quizá por eso esta sentencia necesita 
afi rmar que “las letras de cambio aceptadas y entregadas por el promotor en concepto de 
pago del precio aplazado y sujeto a la Ley 57/1969, pueden ser descontadas”. El tema 
se reduce, así, a una cuestión de prueba, y en el presente supuesto, al margen 
de la citada regulación y la actividad de la tomadora, no hay motivo ni ele-
mento indiciario para suponer que la misma tomadora, por actuar a sabiendas 
en perjuicio del deudor, no merece alcanzar la condición de tercero. Máxime 
cuando el descuento se produjo en el caso con mucha antelación al momento 
en que podría entenderse producido el incumplimiento.

Por lo demás, la prueba de que la tomadora (en este supuesto, Banco Po-
pular Español, S. A.) actuara a sabiendas en perjuicio del deudor corresponde, 
por regla general, a quien interesa la extensión subjetiva de los efectos ener-
vantes de la relación causal, que es normalmente quien afi rma que la tomado-
ra no es en realidad tercera, esto es, el aceptante requerido en el juicio cam-
biario (art. 217.3 LEC). Y ni siquiera la disponibilidad y facilidad probatoria 
que corresponde a cada una de las partes del litigio (art. 217.7 LEC) permite 
alterar esta distribución de la carga de la prueba

En defi nitiva, la doctrina jurisprudencial, para variar, se presenta intacha-
ble desde el punto de vista fáctico, jurídico y hasta incluso desde la justicia 
material en el caso concreto. Increíble pero cierto.
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